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c) La designación de vocales representantes de la Comu-
nidad Autónoma en los tribunales que hayan de constituirse 
en las distintas entidades locales para llevar a cabo la selec-
ción de su personal funcionario.

2. Los expedientes afectados por la supresión de los pro-
cedimientos de intervención y control, que en el momento de 
la entrada en vigor la presente ley se encuentren en trami-
tación en la Administración de la Junta de Andalucía, serán 
devueltos a las respectivas entidades locales.

Disposición adicional segunda. Mantenimiento de las dis-
continuidades territoriales existentes.

No obstante lo dispuesto en el artículo 89.3 de la pre-
sente ley, podrán mantenerse los supuestos de discontinuidad 
territorial que estén reconocidos a la entrada en vigor de la 
presente ley.

Disposición adicional tercera. Relaciones de los municipios 
y provincias con las instituciones de la Junta de Andalucía.

Las relaciones de los municipios y provincias con cuales-
quiera de las instituciones de la Junta de Andalucía contem-
pladas en Título IV del Estatuto de Autonomía para Andalucía 
que no se hubieran regulado en la presente ley, se regirán por 
la normativa vigente que les fuere aplicable a dichas institucio-
nes o la que en adelante se promulgue conforme a lo previsto 
en el artículo 108 del propio Estatuto de Autonomía.

Disposición transitoria primera. Procedimientos iniciados 
con anterioridad a la entrada en vigor de la pre sente ley.

A los procedimientos de modificación de términos muni-
cipales, de cambio de capitalidad o de denominación de mu-
nicipios, y los de creación de entidades locales autónomas, 
iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la presente 
ley, les será de aplicación el régimen jurídico vigente en el mo-
mento de su incoación.

Disposición transitoria segunda. Régimen jurídico de las 
entidades locales autónomas creadas con anterioridad a la en-
trada en vigor de la presente ley.

Las entidades locales autónomas existentes a la entrada 
en vigor de la presente ley y que se hubieren constituido bajo 
la vigencia de la Ley 7/1993, de 27 de julio, Reguladora de la 
Demarcación Municipal de Andalucía, y aquellas otras entida-
des de ámbito territorial inferior al municipio que se hubiesen 
constituido conforme a normativas anteriores, se regirán por 
lo dispuesto en la presente ley. No obstante mantendrán, si 
fuese el caso, el nivel de competencias y recursos de que dis-
pusiesen si fuesen en algún aspecto superior al contemplado 
en esta ley.

Disposición derogatoria única. Disposiciones derogadas.
1. Quedan derogadas cuantas disposiciones se opon gan 

a lo dispuesto en esta ley y, específicamente:

 1.  La Ley 3/1983, de 1 de junio, de Organización Territo-
rial de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

 2.  La Ley 11/1987, de 26 de diciembre, reguladora de 
las Relaciones entre la Comunidad Autónoma de An-
dalucía y las Diputaciones Provinciales de su territorio.

 3.  La Ley 7/1993, de 27 de julio, Reguladora de la De-
marcación Municipal de Andalucía.

 4.  Los artículos 1, 2, 16.1.c), 17, 20 y 24.2 de la Ley 
7/1999, de 29 de septiembre, de Bienes de las Enti-
dades Locales de Andalucía.

2. Permanecen vigente los plazos y sentido del silencio en 
los procedimientos contemplados en los Anexos I y II de la Ley 
9/2001, de 12 de julio, que establece el sentido del silencio 
administrativo y los plazos de determinados procedimientos 
como garantías procedimentales de los ciudadanos, modifi-

cada por el Decreto ley 1/2009, de 24 de febrero, por el que 
se adoptan medidas urgentes de carácter administrativo.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 7/1999, 
de 29 de septiembre, de Bienes de las Entidades Locales de 
Andalucía.

1. Se modifican los artículos 6 y 21 de la Ley 7/1999, de 
29 de septiembre, de Bienes de las Entidades Locales de An-
dalucía, que quedan redactados de la siguiente forma:

«Artículo 6. Desafectación de bienes comunales.
Los bienes comunales solo podrán desafectarse cuando 

no hayan sido objeto de disfrute de esta índole por un tiempo 
superior a los últimos diez años continuados, aunque en al-
guno de ellos se hayan producido actos aislados de aprovecha-
miento, mediante acuerdo de la entidad local adoptado con 
el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de 
miembros de la corporación, previa información pública por 
plazo de un mes.»

«Artículo 21. Procedimiento de adjudicación directa.
El procedimiento de adjudicación directa para la enajena-

ción de bienes patrimoniales se aplicará cuando se dé algunos 
de los siguientes supuestos:

a) Parcelas que queden sobrantes en virtud de la aproba-
ción de planes o instrumentos urbanísticos, de conformidad 
con la normativa urbanística.

b) En las enajenaciones tramitadas por el procedimiento 
de subasta o concurso que no se adjudicasen por falta de li-
citadores, porque las proposiciones presentadas no se hayan 
declarado admisibles o, habiendo sido adjudicadas, el adju-
dicatario no cumpla las condiciones necesarias para llevar a 
cabo la formalización del contrato, siempre que no se modi-
fiquen sus condiciones originales y que el procedimiento se 
culmine en el plazo de un año, computado a partir del acuerdo 
adoptado declarando tales circunstancias.

c) Cuando el precio del bien inmueble objeto de enajena-
ción sea inferior a 18.000 euros.

d) En caso de bienes calificados como no utilizables, una 
vez valorados técnicamente.

e) Cuando la enajenación responda al ejercicio de un de-
recho reconocido en una norma de Derecho público o privado 
que así lo permita.

f) Cuando se trate de actos de disposición de bienes entre 
las administraciones públicas entre sí y entre estas y las enti-
dades públicas dependientes o vinculadas.

g) Cuando el adquirente sea sociedad mercantil en cuyo 
capital sea mayoritaria la participación directa o indirecta de 
una o varias administraciones públicas o personas jurídicas de 
Derecho Público.

h) Cuando el adquirente sea una entidad sin ánimo de 
lucro declarada de utilidad pública.

i) Cuando se trate de fincas rústicas que no lleguen a 
constituir una superficie económicamente explotable o no 
sean susceptibles de prestar una utilidad acorde con su natu-
raleza, y la venta se efectúe a un propietario colindante.

j) Cuando la titularidad del bien o derecho corresponda a 
dos o más propietarios y la venta se efectúe a favor de uno o 
más copropietarios.

k) Cuando por razones excepcionales se considere conve-
niente efectuar la venta a favor del ocupante del inmueble.»

2. Se añade un artículo 7 bis a la Ley 7/1999, de 29 de 
septiembre, de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía, 
con la siguiente redacción:

«Artículo 7 bis. Mutación demanial externa.
Las entidades locales de Andalucía podrán afectar bie-

nes y derechos demaniales de su patrimonio a la Comunidad 
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